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I. UNA LECTURA FOUCALTIANA
La producción de conocimientos por parte 

de los organismos de derechos humanos que se 
suma al saber hacer, al saber resistir a las fuerzas 
de dominación, la consideramos de enorme 
magnitud y con un sentido que va más allá de la 
defensa y promoción de los mismos. Este saber 
hacer y este conocimiento otorgan la posibilidad 
de subjetivar a los ciudadanos argentinos a partir 
de la denuncia pública, la movilización constante 
y masiva, y la judicialización de los delitos de 
lesa humanidad. Esta actividad culminó, entre 
otras cosas, en la búsqueda y el encuentro con co-
sanguíneos, la identificación de cadáveres NN y 
la responsabilidad penal para delincuentes. Pero 
además, refiere y dice acerca del uso reflexivo 
de la libertad argentina cuando se enfoca a 
los derechos humanos como bisagra entre la 
gubernamentalidad y las prácticas de gobierno 
sobre los otros, y sobre uno mismo. 

Así como Foucault abordó la sexualidad 
para analizar las diferentes formas de moral que 
el hombre se da a sí mismo cuando la conducta 
sexual se toma como entidad por pensar, o 
cuando abordó la locura para describir las formas 
de racionalidad que el hombre construye para 
dirimir el campo de lo normal con lo anormal, la 
razón de la locura; nosotros abordamos el campo 
de los derechos humanos no para describir al 
ser argentino en términos de qué tanto goza o 
en cuánta medida son vulnerados sus derechos 
fundamentales, sino para analizar y caracterizar 
los mecanismos subjetivos que el ser argentino 
aplica a los otros y a sí mismo, para gobernarse. 
Es decir, cuáles son las estrategias y técnicas/
tecnologías dentro de la gubernamentalidad que 
los ciudadanos argentinos utilizamos y que nos 
permiten distinguir y describir el uso reflexivo que 
hacemos de nuestra moderna libertad.

El saber hacer y el conocimiento acerca de 
los derechos humanos acumulado durante los 
últimos 50 años en Argentina, disciplina a los 
individuos, gubernamentaliza a la población, como 
así también refiere a los modos de constitución 
de los sujetos, es decir, las prácticas, técnicas o 
mecanismos que respectan a los procesos de 
subjetivación de los argentinos. Sobre esto es lo 
que se ha ido analizando a través de los capítulos 
precedentes. Creemos que cuando Foucault 
afirma que: 

Pues bien, entre esas dos posibilidades, 
entre esos dos temas (el de una historia de 
las mentalidades y el de una historia de las 
representaciones), lo que procuré hacer es 
una historia del pensamiento. Y al hablar de 
pensamiento hacía alusión a un análisis de lo 
que podríamos llamar focos de experiencia, 
donde se articulan unos con otros: primero, 
las formas de un saber posible; segundo, 
las matrices de comportamientos para los 
individuos; y por último, modos de existencia 
virtuales para sujetos posibles. Formas de saber, 
matriz de comportamientos, constitución de 
modos de ser del sujeto (Foucault, 2009: 19).

Nosotros nos aproximamos, en la indagación 
de los derechos humanos, cómo un dispositivo nos 
permite pasar del análisis de la gubernamentalidad 
hacia los modos de constituirse como sujetos en 
un contexto determinado. Los derechos humanos 
en la Argentina configuran un foco de experiencia 
en el que se han configurado numerosos y 
múltiples sentidos en los ciudadanos.

II. INTRODUCCIÓN A LA LIBERTAD 
ARGENTINA
Nuestras libertades fundamentales se 

dirimieron, en gran parte, en el campo de la acción 
de la justicia. Esto es aceptar el hecho de que los 
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ciudadanos argentinos estemos proclives a formar 
parte de las características de la estructura y forma 
de todo lo que implica, promueve y reproduce 
el sistema de derechos, y más precisamente, el 
sistema judicial. No son absolutamente todas 
las libertades las que se dirimen actualmente en 
la esfera judicial. Pero la relación existente entre 
40 millones de argentinos y las estadísticas en 
términos de distribución de ingresos y de análisis 
psicosociológicos de la cultura argentina, puede 
caracterizar el uso de la moderna libertad y a los 
procesos psíquicos con que dotamos a nuestra 
existencia social argentina. No es que el foco de la 
experiencia sea la libertad argentina y las formas y 
significados que se le otorgan, sino que, a eso que 
se llama derechos humanos, permite distinguir los 
procesos subjetivos involucrados en la experiencia 
en términos de gobernarse como población y 
como individuos. Es posible para nosotros, según 
esta experiencia, caracterizar la modernidad en el 
caso argentino, sobre la base de su particular haz: 
la libertad, a eso que llamamos libertad, según 
nosotros.

Foucault propuso una metodología de 
abordaje al sujeto moderno la cual, en primera 
instancia abordó cuáles fueron las prácticas 
discursivas que podían constituir matrices de 
conocimientos posibles de los siglos XVII y 
XVIII, el juego de lo verdadero y de lo falso y en 
general, si se quiere, las formas de veridicción. 
Luego, el abordaje consistió en estudiar las 
técnicas y procedimientos por cuyo intermedio 
se pretende conducir la conducta de los otros. “El 
desplazamiento consistió en lo siguiente: pasar del 
análisis de la norma al [de] los ejercicios del poder; 
y pasar del análisis del ejercicio del poder a los 
procedimientos, digamos, de gubernamentalidad” 
(Foucault, 2009: 20).

 Foucault dice que, por último 

(…) se trataba de analizar el eje de constitución 
del modo de ser del sujeto. En vez de referirme 
a una teoría del sujeto, me pareció que había 
que procurar analizar las diferentes formas 
mediante las cuales el individuo se ve en la 
necesidad del constituirse como sujeto. Pasar de 
la cuestión del sujeto al análisis de las formas 
de subjetivación, y analizar esas formas de 
subjetivación a través de técnicas/tecnologías 
de la relación consigo mismo o, si lo prefieren, 
de lo que puede denominarse pragmática de sí 
(Foucault, 2009: 21). 

Por lo que podríamos afirmar que, los 
mecanismos de relación entre los diversos 
sectores de la elegida experiencia Argentina en 
cuestión, constituyen técnicas o tecnologías de 

la relación con uno mismo y también de relación 
con los demás. No intentamos ir hacia una teoría 
del sujeto a través del análisis de los casos que nos 
brinda la jurisprudencia nacional e internacional, 
o de adjetivar las conductas que llevan las formas 
de organizaciones no gubernamentales, es decir, 
sustancializar al sujeto argentino en términos 
de derecho, o moralizarlo según su dedicación 
solidaria. Más bien, se intenta caracterizar 
los procesos de subjetivación que se han ido 
conformando y consolidando a lo largo de la 
última época en la Argentina.

Desde 2005, la tasa de desocupación, 
de la pobreza e indigencia, la criminalización 
de la protesta social, la represión a ciertas 
manifestaciones sectoriales han ido decreciendo, 
por un lado, y por otro, los juicios de lesa 
humanidad han continuado, se ha legislado en 
materia de salud mental y también el matrimonio 
entre personas del mismo sexo, se está actuando 
contra la explotación del trabajo esclavo y la trata 
de personas, se está beneficiando a los sectores 
más vulnerables, es decir, los ancianos y los 
niños con medidas sociales. Esto es debido a que 
el gobierno nacional se ha visto en la necesidad 
de regular a la sociedad, pero desde el Estado de 
Derecho.

Pero lo fundamental es que existe un 
conocimiento que circula gracias a la voluntad 
de una sociedad civil que agrupa y reconstruye 
un tejido social, y a una política de gobierno 
que permite y alienta a que los distintos grupos 
sociales tengan voz e incidencia en la vida pública. 
Esta emergencia y amplia puesta en circulación 
de conocimientos, al menos en algunas provincias 
del país, es promovida desde la agenda política a 
nivel nacional pero es notorio el esfuerzo con que 
las organizaciones sin fines de lucro han logrado 
hacerse escuchar y obtener respuesta política.

Este conocimiento determina que la 
gubernamentalidad en la Argentina, si se toma 
como foco de experiencia a los derechos humanos, 
tiene características determinadas por la historia 
sociopolítica de la Argentina de expropiación de 
recursos humanos, materiales y simbólicos, con 
cierto marco de legalidad en términos legislativos 
y de normalidad en términos estadísticos. No sólo 
apuntamos al estilo de ética de la negación, del 
silencio, desvalorización, culpabilidad por parte 
de los agentes violatorios a los mismos o de la 
complicidad que deberíamos erradicar en política 
de derechos humanos (por parte del Estado o 
de agentes particulares), y a lo sublime de las 
conductas de denuncia pública y movilización 
permanente, insistencia y solidaridad (por parte de 
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las Organizaciones de Derechos Humanos); sino 
más bien, evaluamos a todos estos mecanismos 
como productores de comportamientos, hábitos y 
subjetividades eficaces para el funcionamiento de 
la gubernamentalidad argentina.

Para nosotros no es sólo la impunidad a la 
que hay que perseguir y erradicar o a la corrupción 
y a la violencia en sí, cuestión que son objetivos 
que van de suyo, sino el hecho de evaluar cómo 
y qué podemos hacer con estas modalidades de 
funcionamiento, estos modos de ser que ya están 
instalados. Los procesos de subjetivación abren 
la posibilidad de negar, callar, denunciar, ser 
cómplice, movilizarse, desvalorizar, solidarizar, 
culpabilizarse, financiar, olvidar, memorizar, 
indultar, perseguir, tergiversar, conspirar, 
impedir, inmolar, insistir, apelar, escrachar, 
entre nosotros. No sólo son momentos en la 
conducta, también tienen su correlato en las 
instituciones públicas. Tenemos conciencia que 
no son los únicos modos por los cuales, dentro 
de la experiencia de los derechos humanos, existe 
la posibilidad de constituirse como sujetos. Hay 
otros cursos o modalidades de subjetivación, que 
no necesariamente implican solamente a estos 
mecanismos e involucran a todos los demás 
argentinos, más a éstos los consideramos los más 
distintivos. Aun así, constituye como objetivo 
importantísimo la erradicación o disminución 
de la pobreza, la delincuencia, la prostitución, 
la impunidad, la violencia de las instituciones 
de seguridad, en la familia, y en comercios de 
noches; en los asilos, en los hospitales; como así 
también resulta necesario enfocar y reflexionar 
sobre la forma ética ya instalada en los argentinos 
de negar, silenciar, denunciar, movilizar, 
culpabilizar, desvalorizar, solidarizar, enjuiciar, 
procesar, imputar, procesar, indultar, infamar.

Alfredo Grande (2002), en su “psicoanálisis 
implicado” afirma que en la actualidad hay un 
modo yoico de producción de subjetividad el 
cual mantiene unido a la Realidad con el Deseo 
en una relación no contradictoria, es decir, una 
unión profundamente ética. La lógica del deseo, 
dice él, organiza los modos yoicos de producción 
de subjetividad. El modo yoico que permite la 
esperanza, los proyectos, los anhelos, es aquel 
que establece alianzas fraternas y que prolonga 
las demandas del Ello, para el cual la Realidad 
no es ni sometida ni dominadora. La lógica yoica 
produce creencias, y la lógica superyoica (aquella 
que funciona más con los mandatos del Ideal del 
Yo) produce certezas, ya que su génesis está en 
la amenaza de castración. De aquí que Grande 
puede afirmar que: 

(…) los desocupados han logrado subvertir el 
fundamento culpógeno que somete a los sujetos 
a los diversos sistemas de dominación que la 
sociedad capitalista organiza. Los porcentajes 
de los desocupados operan como amenaza de 
desocupación sobre los que aún tienen cierto 
grado de narcisismo laboral. El sujeto no se 
constituye como ‘ser en falta’, sino como 
‘existente de la amenaza’. El modo superyoico 
de producción de subjetividad captura toda la 
producción deseante. El objeto del deseo pasará 
a ser oscuro, peligroso, contagioso, escaso 
(Grande, 2002: 16, 17).

Si el objeto del deseo en esta cultura de 
mercado lo constituye el trabajo, como tantos 
otros objetos deseables, la carga sobre éste con 
base de una identificación más estructurante con 
el Ideal del Yo (modo superyoico de subjetividad), 
produce sentimientos de culpa, de castigo, de 
renuncia, de amenaza, de sacrificios. Y si el trabajo 
es un objeto escaso, el desearlo tiene su precio. 

Freud dice que cuando el Estado se opone a 
la violencia no es para prohibirla, sino para 
monopolizarla. El periodo de latencia es el 
proceso de institucionalización del Estado 
en nuestra subjetividad inconsciente. ¿Qué 
mejor represión que la que nosotros mismos 
ejercemos sobre nosotros mismos? (Grande, 
2002: 29).

Así se ha estructurado nuestra lógica del 
deseo. Represión, secuestro, muerte, negación, 
investigación frustrada, denuncia, movilización, 
negación, complicidad, solidaridad, procesos, 
pena, indultos.

No observamos a estos mecanismos 
subjetivos y movimientos de la población 
argentina como síntomas de sólo un trauma 
social vivido años atrás, sino más bien como 
potenciadores y productores de una particular 
manera de gobernarse a uno mismo y a los 
otros, caracterizada como perversa, cuando la 
libertad es practicada. No son dinámicas sobre 
las cuales hay un sentido que interpretar, sino 
modos de funcionamiento sobre los cuales hay 
que intervenir. No es el malestar en la cultura 
por diagnosticar, sino el establecer qué se está 
haciendo mientras tenemos conocimiento de 
los índices del tipo de administración de la vida, 
de los estilos de muertes que generamos, los 
desocupados que mantenemos, las niñas y niñas 
que perdemos.

En trabajos precedentes sostuvimos que los 
derechos humanos constituyen un dispositivo 
de seguridad dentro de la gubernamentalidad y 
también, que la presencia de agencias operativas 
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claves, como la civil y la judicial, constituyen a 
la economía política de la población argentina 
cuando ésta hace uso de la moderna libertad. 
También afirmamos que la desocupación, la 
precarización del trabajo, la criminalización de la 
pobreza y de la inmigración, la judicialización de 
la protesta social, el abuso infantil, la violencia de 
género, la violencia policial y militar institucional 
y los pactos políticos con sectores financieros, 
fueron la estrategia política de los sectores que 
se impusieron como el poder, ejercieron la fuerza 
material y simbólica, y expropiaron recursos 
humanos y materiales. Creemos que de alguna 
manera se ha logrado, como intentó Foucault: 

(…) sustituir la historia de los conocimientos 
por el análisis histórico de las formas de 
veridicción, sustituir la historia de las 
dominaciones por el análisis histórico de los 
procedimientos de la gubernamentalidad, y 
sustituir la historia del sujeto o la historia de 
la subjetividad por el análisis histórico de la 
pragmática de sí y las formas adoptadas por ella 
(Foucault, 2009: 21-22). 

En la Argentina, la experiencia de la 
detención y desaparición de miles de personas, 
a través de un plan sistemático organizado por 
quienes detentaron el poder estatal durante 
la dictadura, y la experiencia de expropiación 
de miles de sus recursos humanos, materiales 
y simbólicos también durante las décadas 
siguientes, por medio de la complicidad civil 
y de los funcionarios públicos y particulares 
privados, hacen que enfoquemos a los derechos 
humanos como entidad muy compleja en 
cuanto constituyen una problematización para 
la economía y la política actual; como lo muestra 
la preocupación difusa de la sociedad en general 
por “la seguridad” de los ciudadanos, o por “el 
clientelismo” que se establecen desde los planes 
sociales, o por la “inmoralidad” de la prostitución 
o el aborto. Pero, los derechos humanos, ofrecen 
la posibilidad de caracterizar la condición que 
hay para los argentinos en hacer uso de las 
instituciones y valores culturales. El aumento 
de la judicialización de muchos de los aspectos 
sociales de la Argentina, se ha hecho una práctica 
común, tendencia política homogeneizante, del 
ejercicio del poder, en términos de la dominación 
y regulación en nuestro territorio, de nuestros 
recursos y de nuestras prácticas sociales.

A partir del análisis del conocimiento 
producido en materia de derechos humanos, ha sido 
posible determinar la maquinaria disciplinante 
argentina, y caracterizar a los mecanismos de 
racionalización económica y estabilidad política 

que tienen, tanto efectos individualizantes, como 
de masa, es decir su racionalidad gubernamental. 
Y no sólo consideramos como determinante a 
estos mecanismos en la relación con uno mismo 
y con los otros en el juego de las relaciones de 
poder a partir de entonces, sino también por estar 
fundamentados por la normalidad en términos 
estadísticos de tales comportamientos nítidos, o 
modos de producción subjetivos en la Argentina 
de los últimos años. Además, estos números de 
la represión, de la situación de las prisiones, de 
la trata de personas, de muertes no naturales, 
de la violencia policial, de la inactividad judicial 
o sobreactividad, del trabajo en negro y esclavo, 
no son del orden de la apoteosis, de los pequeños 
exabruptos, o de las grandes crisis; sino todo lo 
contrario, tales índices son estables, crónicos y 
hasta de índices crecientes sobre todo en algunas 
décadas. Por lo que incita a reflexionar y analizar 
en términos históricos sobre nuestra estructura 
axiológica que regula estos valores.

Las estadísticas de los informes publicados 
por parte de los diversos organismos de derechos 
humanos permiten, a nuestro entender, el 
análisis cualitativo de las relaciones de poder. 
Los conocimientos producidos por los mismos 
tienen alcances inigualables a nivel social, político 
y jurídico internacional. Además, no sólo los 
consideramos como material que caracteriza al 
disciplinamiento del individuo a nivel corporal y 
que indica la gubernamentabilidad de la población, 
sino también, como amplificador de nuestros 
modos de constituirnos como sujetos.

III. LO QUE SABEMOS
El INDEC (Instituto Nacional de Estadística 

y Censos) en su página oficial1 tiene publicado 
los índices de empleo y de desocupación, entre 
otros. Al primer trimestre del 2003 la tasa de 
desocupación de los conglomerados urbanos 
(aquellos de más de 500 mil habitantes) fue 
de 20,4%, al primer trimestre del 2004 fue de 
14,4%, al primer trimestre del 2005 fue de 13,0%, 
al primer trimestre del 2006 fue de 11,4%, al 
primer trimestre del 2007 fue de 9,8%, al primer 
trimestre del 2008 y del 2009 fue de 8,4% y al 
primer trimestre del 2010 fue de 8,3% llegando al 
7,3% al último trimestre de 2011. El porcentaje 
de los aglomerados del interior, sin contar con 
Gran Buenos Aires, rondan estadísticas similares. 
Van desde el 18,8% de desocupación en el 2003; 
pasando por 14,1% al 2004; 11,1% al 2005; 10,0% 
al 2006; 8,3% al 2007; 7,7% al 2008; 8,3% al 2009; 
8,1% al primer trimestre del 2010 finalizando en 
6,4% en este año.
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Hay otras publicaciones que se guían por 
otras fuentes, cual puede ser el de la C.I.A. World 
Factbook.2 Si bien los índices no son exactamente 
los mismos, es reconocible el notable descenso 
de la tasa de desempleo. Indica, esta fuente, un 
21,5% de desempleo al 2003, un 17,3% al 2004, 
un 14,8% al 2005, un 11,6% al 2006, un 8,7% al 
2007 y un 8,9% al 2008. Por otro lado, también 
el Banco Mundial indica la misma tendencia de 
descendencia para estos índices.

A partir de lo que señaláramos anteriormente 
con los índices vertidos por el INDEC, el CELS 
(2003) indica que en mayo de 2002 se produjo 
el récord en el índice de desempleo, llegando al 
21,5% de la población económicamente activa, 
disminuyendo apenas para fin de año a partir 
de que 2 millones fuesen beneficiarios de planes 
sociales: 

Los picos de desocupación se registraron 
en el Gran Catamarca (20,5%), Gran Santa 
Fe (20,1%), Jujuy – Palpalá (20,5%) y en los 
partidos del conurbano bonaerense (21%). En 
la década del 70, el 5% de la población vivía en 
hogares con ingresos bajo la línea de la pobreza, 
en los 80 se elevó al 12%; a partir de 1998 ya 
superaba el 30% y en octubre de 2002 llegaba 
al 57,7% (aproximadamente 20,7 millones de 
personas). A su vez, 9,9 millones se encuentran 
por debajo de la línea de indigencia (el 27,5%) 
de la población (CELS, 2003: 17). 

Ya para el 2008 casi 10 millones estaban en 
situación de pobreza e indigencia. Más del 40% 
de los menores de 14 años son pobres, y en las 
regiones como el noroeste la cifra llega al 60% 
(CELS, 2008). 

Durante el primer semestre de 2009, se 
encontraban por debajo de la línea de la pobreza 
709.000 hogares (9,4%), los que incluyen a 
3.429.000 personas (13,9%). De ese conjunto, 
232.000 hogares 83,1% se encuentran bajo la 
línea de indigencia., lo que supone 995.000 
personas indigentes. El Observatorio de la 
Deuda Social Argentina revela que, en los 
conglomerados urbanos de 200 mil habitantes 
o más, el desempleo trepó del 10,1% al 11,8% 
entre 2008 y 2009. En el interior del país, el 
incremento pasó del 7,4% en 2008 al 12% en 
mayo de 2009 (CELS, 2010: 230-231). 

Por lo que las políticas sociales que se están 
llevando a cabo tienen asidero en la realidad, más 
allá de la discrepancia de los datos suministrados 
por este organismo de derechos humanos con 
los del Estado Nacional, o de la incredulidad 
que se tiene de los datos del INDEC, lo cierto es 
que existe una gran mayoría, de diversas clases 

sociales, con empleo estable, precario y otros sin 
empleo, en tanto que jóvenes, mujeres y adultos 
siguen volcando sus demandas ante al Estado. El 
interés por disminuir la desocupación y generar 
empleo ha sido una política seria, ya que con ella 
no sólo se ha logrado un crecimiento económico 
en general (que no quiere decir bien distribuido), 
sino que también se ha ido avanzando en generar 
trabajo en blanco y en perseguir el trabajo esclavo. 

Por su parte, el campo de conocimientos sobre 
el que se desplazó el accionar de los organismos 
de derechos humanos, es vasto, complejo y 
polimorfo. No sólo es el sentido y significado que 
otorgaron a sus accionares y a sus conocimientos, 
sino, a los ámbitos de aplicación sobre los cuales 
ejercen su poder. 

Las intervenciones a nivel político 
que podemos nombrar, a modo de ejemplo: 
haber llevado a cabo los juicios por crímenes 
de lesa humanidad; y como describiéramos 
anteriormente, la preocupación por la localización 
y restitución a las legítimas familias de todos 
los niños secuestrados-desaparecidos, ha 
sido un objetivo más que primordial. Existen 
además intervenciones y enfoques de reformas 
democráticas en las Fuerzas Armadas; sobre 
el papel que juega la asistencia religiosa en las 
mismas; debates sobre el Código de Justicia 
Militar, investigaciones sobre los niveles de 
violencia militar, en el ámbito federal y provinciales 
de la policía. De esta manera, la preocupación 
por las políticas de seguridad pública, tanto a 
nivel de debate social como a nivel de análisis 
político socioeconómico ha sido, y es, materia 
importante para la agenda pública, según alegan 
los organismos de derechos humanos. Dentro de 
esta temática, la preocupación por la represión y 
criminalización de las protestas sociales ha dado 
por resultado que el Estado haga oídos y opte por 
una política no represiva.

La situación de los penitenciarios de las 
cárceles constituye otro objetivo fuerte en las 
agendas de los organismos de derechos humanos. 
Así como también los temas de superpoblación 
carcelaria, falta de higiene y de políticas de salud 
sobre los enfermos encarcelados, investigación 
sobre casos de tormentos y torturas, sobre los 
mecanismos de detención y hacinamiento en 
penitenciarías, y monitoreo sobre los lugares de 
detención. La preocupación por lo social, como 
lo son los estudios sobre déficit poblacional y los 
desalojos sobre la base de políticas de expulsión, 
más que nada en la provincia de Buenos Aires, 
como así también los estudios sobre los niveles de 
calidad de vida de sectores populares, tienen sus 
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presentaciones ante la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación por parte de los organismos citados.

Los seguimientos de control en materia 
de cumplimiento de entrega de planes sociales 
por parte del Estado Nacional o de los Estados 
Provinciales, son correlativos al monitoreo sobre 
el impacto real y concreto de los planes sociales, 
como así también a los análisis sobre distribución 
de ingresos y de las propuestas de recomposición 
salarial, régimen de asignaciones familiares, 
salario mínimo, vital y móvil. Aun cuando 
el gobierno actual reciba críticas precisas por 
parte de los organismos de derechos humanos, 
y desmedidas por parte de la oposición, sobre la 
aplicación de la “Asignación Universal por Hijo”, 
no deja de imprimirle esta política de Estado un 
rol no meramente subsidiario; ya que tiene por 
objetivo, esta asignación, facilitar el reingreso 
de los niños del sector pobre a las escuelas, y el 
ejercicio de los controles sobre la salud, ya que 
los padres deben presentar el calendario de las 
vacunaciones completo3. 

Dentro del ámbito social, la injerencia de los 
organismos, a nivel del conocimiento se encuentran 
protagonizados por realizaciones de coloquios 
interdisciplinarios en identidad y memoria, 
congresos de economía política, en materia de 
salud mental, y seminarios de participación en 
debates de intelectuales y profesionales nacionales 
y extranjeros. La situación de los indígenas se 
enfoca sobre la asociación y participación política 
de los mismos y sobre sus reclamos territoriales, 
además de las denuncias sobre persecución 
política y policial a los mismos. También son 
patrocinadores en conjunto con otros organismos 
internacionales de aquellos que necesitan ejercer 
su derecho a la defensa y que se encuentran en 
los servicios de salud mental del país, por sus 
situaciones de hacinamientos, institucionalización, 
medicalización, sobrepoblación, precarización, 
defunciones. 

La preocupación por los temas de aplicación 
en políticas públicas sobre el ejercicio a la libertad 
de expresión y sobre la televisación de los juicios 
por violaciones masivas a los derechos humanos, 
es decir, de acceso a la información, también tienen 
su lógica de correspondencia con las propuestas de 
debates públicos sobre temas de la despenalización 
del aborto y sobre la situación discriminatoria de 
las mujeres en general. Sobre esto último, los 
temas específicos sobre la cuestión tratan de: la 
participación de la mujer en cargos públicos y la 
falta de equidad en el ámbito laboral con respecto a 
los hombres, sus derechos en el ámbito de la salud, 

las posibilidades que tienen de educación sobre 
la reproducción sexual y de educación misma, 
los problemas sobre identidad de género y de 
diversos géneros, su situación dentro de la familia 
y la violencia que en ellas se viven, y también 
el reconocimiento de la plurinacionalidad y el 
multiculturalismo, explotación de la prostitución, 
trata y tráficos de mujeres y niños. Es de rescatar 
que el Estado Nacional ha acompañado, por medio 
de funcionarios o presencias institucionales, en 
muchas ocasiones a congresos y reuniones de 
carácter nacional e internacional en donde la 
temática de la mujer es la agenda principal. 

La situación de los migrantes e inmigrantes 
ocupan temáticas tales como la reglamentación de 
las mismas, violaciones a la protección familiar, 
al arraigo del país, igualdad de derechos para 
nacionales y extranjeros, trabajadores migratorios, 
refugiados políticos, xenofobia. 

En cuanto a los derechos laborales, investigan 
los sucesos de los diversos conflictos sindicales 
y son querellantes y patrocinadores en diversas 
causas. También han denunciado en el último 
año, a funcionarios públicos y empresarios, que 
mantienen bajo su mando a trabajadores en 
situaciones de trabajo en negro y hasta de casi 
esclavitud. La Sociedad Rural Argentina no ha 
estado exenta de estas acusaciones.

También vuelcan su atención sobre la 
situación, estructura y características sobre el 
Sistema de Justicia de la Nación, publicando 
informes y presentándolos ante la misma 
justicia nacional e internacional e intentando 
que los debates se vuelquen a la agenda pública, 
proponiendo enfoques y cambios sobre el Consejo 
de la Magistratura de la Nación, analizando las 
situaciones particulares de cada sistema de cada 
provincia.

A partir de entonces, creemos es 
imprescindible analizar la relación que existe 
entre los actuales índices de pobreza e indigencia 
que el Estado liberal mantiene y las respuestas 
estatales no represivas frente a esta estadística. 
Consideramos, por un lado, que la libertad 
consiste a partir de tener posibilidad de elegir 
mientras se vive. Y en ese límite difuso entre lo 
que se puede, lo que se quiere y lo que se sabe, 
se manifiestan los diferentes usos acerca de la 
misma en nuestra liberal contemporaneidad. En 
cuanto al derecho a la expresión y el derecho a 
la información, el gobierno nacional, por su 
parte, se ha preocupado enormemente a través 
de la promulgación de la nueva ley de medios 
audiovisuales y de las investigaciones que se han 
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realizado para establecer la forma en que el grupo 
Clarín se adueñó de papel prensa.

IV. DISCIPLINAMIENTO DE MERCADO, 
ESTADÍSTICA JUDICIAL
Ahora bien, en nuestro interés por destacar los 

modos de subjetivación, las técnicas o tecnologías 
para constituirse como sujetos, en tanto para 
con uno mismo y en tanto para los otros; se hace 
necesario realizar el desplazamiento del que más 
arriba citáramos. Ya que para Foucault, 

la gubernamentalidad implica la relación de 
uno consigo mismo, lo que significa que en 
esta noción de gubernamentalidad, apunto 
al conjunto de prácticas mediante las cuales 
se pueden constituir, definir, organizar e 
instrumentalizar las estrategias que los 
individuos, en su libertad, pueden tener los 
unos respecto de los otros. Mientras que, si 
se intenta analizar el poder no a partir de la 
libertad, las estrategias y la gubernamentalidad, 
sino a partir de la institución política, sólo es 
posible considerar al sujeto como sujeto de 
derecho. Estaríamos ante un sujeto dotado o no 
de derechos; con ello se remite a una concepción 
jurídica del sujeto. En cambio, la noción de 
gubernamentalidad permite, eso creo, hacer 
valer la libertad del sujeto y la relación con 
los otros, es decir, lo que constituye materia 
misma de la ética (Foucault, 1999: 414). 

De aquí que nuestra preocupación se vuelca 
hacia el análisis cualitativo de los conocimientos 
adquiridos, producidos y propuestos para la agenda 
pública y política, ya que éstos hablan, a nuestro 
entender, de la intensidad y las modalidades de 
las relaciones de las fuerzas del poder que aquí, en 
Argentina, se imponen, más que se distribuyen.

V. UN POCO DE HISTORIA DE LOS 
RECLAMOS
Tanto para el CELS como para el CAJ 

(Comité de Acción Jurídica), el CEJIL (Centro por 
Justicia y el Derechos Internacional), la LADH 
(Liga Argentina por los Derechos Humanos), la 
CORREPI (Coordinadora Contra la Represión 
Policial e Institucional)4 y la FIDH (Federación 
Internacional de Derechos Humanos), estos 
organismos concluyeron que el poder estatal 
lejos de utilizar el sistema penal como recurso 
extraordinario, lo utilizaba como mecanismo de 
control social. Según el CELS (2003) en el 2002, 
la CTA (Central de Trabajadores Argentinos) y 
el CAJ, elevaron una queja al Comité de Libertad 
Sindical del Consejo de Administración de la OIT 

(Organización Internacional del Trabajo) en la 
que se denunció que más de 2.800.000 personas, 
empleadas o desempleadas, se encontraban bajo 
proceso penal por incidentes sindicalizados; y un 
año antes la presentación había sido ante la CIDH5 
en conjunto con CEJIL. En varias presentaciones 
y audiencias ante la CIDH, durante el 2001, 
se denunció la conducta violatoria del Estado 
argentino contra los derechos humanos. “El 70% 
de los procesos vinculados con la protesta social 
se refiere a la modalidad conocida como ‘corte de 
calles o rutas’, es decir, al delito de entorpecimiento 
del tránsito” (CAJ, 2006: 69). Lo llamativo del caso 
es que hasta 1996 no existieron antecedentes en 
jurisprudencia de procesar por comisión del delito 
en quienes protestan cortando rutas, avenidas 
o calles, o imposibilitan la normal circulación 
del transporte; según las presentaciones de los 
organismos ante la CIDH en marzo del 2001 y 
octubre del 2002.

Otra imputación hacia los protestantes 
se refiere al delito de sedición, que penaliza a 
quienes sin rebelarse contra el gobierno nacional, 
pudieran levantar una provincia contra otra, o se 
alzaren para producir una nueva Constitución 
y cambiar la local, o depusieran algunos de 
los poderes. Para el CAJ, esta imputación ha 
sido indebidamente usada, ya que en muchos 
casos quienes protestaban no querían sustituir 
a las autoridades, sino exigirles el responsable 
cumplimiento de determinados mandatos. 

VI. ROL DEL SISTEMA JUDICIAL
En relación con el sistema judicial se puede 

decir que entre 1998 y 2006 ha buscado socavar 
la protesta social mediante la penalización 
de conductas de demanda popular. Según los 
organismos denunciantes como el CELS, el 
CORREPI, la FIDH y el CAJ, los tribunales 
de justicia han mal interpretado el alcance de 
las figuras penales. Por un lado, se atacó al 
principio de legalidad, pues un tipo penal no es 
un instrumento para que el poder sorprenda a los 
ciudadanos con su arbitrariedad. Es decir, este 
principio limita el poder del Estado y asegura 
la libertad del individuo, manifestando dicho 
principio las exigencia de ley previa, ley escrita, 
cierta y estricta. 

Frente a las protestas sociales se ha 
violado, por parte del Estado, los principios de 
proporcionalidad, excepcionalidad y necesariedad 
en el uso de la fuerza. El primero se refiere a 
que la reacción penal debe ser proporcional a la 
importancia del derecho del afectado. La violación 
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al principio de culpabilidad se refiere a que no 
puede castigarse a quien no haya podido evitar y 
prevenir tal comportamiento, y también a que el 
autor esté motivado de manera racional y normal.

Actualmente puede afirmarse que la actitud 
represiva del Estado ha mermado abruptamente, 
salvo casos aislados en provincias, donde la 
autonomía del poder ejecutivo tiene jurisdicción. 
Pero también hay que recordar que las protestas 
sociales no existen en su magnitud como en 
otra época y esto es, quiérase o no, por una 
administración y regulación de los recursos más 
adecuada a los derechos básicos. 

Para el CAJ 

(…) no pueden analizarse los tipos penales en 
forma aislada, desprendidos del ejercicio de los 
derechos por parte de los ciudadanos frente a un 
Estado ausente en su protección. El garantismo 
como expresión de la libertad, no funciona sólo 
como límite al poder punitivo, protección de los 
derechos frente al Estado, sino como garantismo 
positivo de las prestaciones exigibles al Estado 
(CAJ, 2006: 103).

Es decir, que el enfoque bajo el cual deben 
interpretarse las formas de protesta social no puede 
ser otro que la normativa vigente de los derechos 
humanos ya que deben asegurarse unos derechos 
para poder permitir otros también. Al respecto, 
Roberto Gargarella (2005)6 dice que la mirada 
penal sobre el derecho constitucional resulta 
utilizada de modo habitual, tanto en frecuentes 
condenas a los sujetos de protesta política y social, 
como en las más excepcionales ocasiones en que 
se procuró protegerla. Nestor Sagues (2000)7 dice 
que la conversión de un derecho constitucional 
como el de la vida, la salud, a reunirse y expresarse 
libremente, es un anti derecho lesivo de los 
derechos de cualquier otro sujeto (derecho a robar, 
a ocupar inmuebles, a cortar rutas), importa una 
estrategia ideológica mutativa de la Constitución. 
Por otra parte, el constitucionalista Miguel Ángel 
Ekmekdjian expresa que: “otros tipos de presunta 
expresión de la voluntad popular, distintos del 
sufragio (tales como reuniones multitudinarias) 
no reflejan la opinión mayoritaria del pueblo, sino 
a lo sumo la de un grupo sedicioso” (Ekmekdjian, 
1994: 599-600). Así parecido opina María Angélica 
Gelli (2003) quien señala “de acuerdo con la ley 
20.120, las reuniones en la vía pública requieren 
permiso de la autoridad policial, bajo determinados 
requisitos que, en determinadas circunstancias, 
podrían devenir inconstitucionales” (Gelli 2003: 
308). En contraste a ésta dos posturas y sumando 
a las garantistas positivas, Raúl Ferreyra (2003: 46) 

dice que: “parece ser cierto que obstruir el derecho 
a la libertad de expresión (cuando lo ejercen ponen 
de manifiesto un estado de necesidad extremo 
y casi terminal) no condice con ningún ‘interés 
público’ que justifique la intervención” (Ferreyra, 
2003: 46). Máxime si los resultados de indebidos 
procesos, falta de méritos en la mayoría de las 
causas, demostración fáctica de persecución a 
líderes sindicales y de organizaciones, y connivencia 
entre los jueces, fiscales y fuerzas de seguridad; 
consolidan la visión de la utilización política del 
derecho constitucional a través del derecho penal.8

Es un determinado sector social el que pasa 
a ampararse por los organismos de derechos 
humanos, y es cuestión de voluntad subjetiva el 
poder conducirse negando la realidad, silenciando 
delitos, siendo cómplice, por un lado, y enfrentar 
la realidad movilizándose colectivamente, 
denunciando públicamente, organizándose 
legalmente, por otro. Sin movilización no hay 
justicia, parece ser. Estos informes y denuncias 
públicas y judiciales permiten discernir cuándo hay 
represión explícita por parte del Estado, provincial 
o nacional, cuándo hay persecución judicial a 
protestantes, cuándo hay complicidad de los jueces 
que implica la ineficiencia de la investigación, 
cuándo hay actitudes de impunidad (o emergencia 
del fantasma del desorden democrático liberal) 
por parte de los funcionarios policiales, cuándo 
hay sucesos delictivos aislados, cuándo hay 
criminalización y estigmatización de la pobreza.

Ahora bien, la actitud del gobierno de Néstor 
Kirchner fue la de implementar una política, 
desde 2004, en donde el Estado trate de contener 
la protesta social sin represión y sobre todo, sin 
matar. Así lo declaró el ex presidente Kirchner y 
su ministro de Seguridad Aníbal Fernández. La 
política de la no represión parece continuar con 
la asunción en dicho ministerio de Nilda Garré 
en el gobierno de Cristina Fernández de Kirchner, 
quien prohibió a la Policía Federal la utilización 
de armas de fuego durante los operativos de 
protesta social. En reunión en marzo de 2011 con 
los ministros de seguridad de todas las provincias, 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y con los 
jefes y titulares de las fuerzas federales y policiales, 
la actual ministra firmó un acta-acuerdo en donde 
se establecen las pautas básicas de actuación 
por parte de la policía de cada provincia cuando 
existan manifestaciones públicas.

Aun así, la subjetividad argentina 
configurada con los mecanismos de negación 
y silencio asegurados a través de determinada 
complicidad judicial y de ciertos sectores 
sociales, se evidencia en los niveles capilares del 
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poder, allí donde el agente representa al Estado 
cuando ejerce su profesión. No en la totalidad de 
los casos, pero sí en muchos. Si bien el Estado 
Nacional, actualmente no avala la forma de 
actuar de la represión, es claro que los esfuerzos 
no solamente tienen que volcarse hacia una no 
represión en materia de protesta social o a la 
no criminalización, por ende, de la misma, sino 
también a una eficaz investigación de los delitos 
que se cometen de todas las partes involucradas. 
Las críticas de los organismos más acérrimos a la 
defensa por los derechos humanos, aún apuntan 
hacia todos estos puntos cuando el Estado es 
el que demuestra su ineficacia, su ausencia, su 
violenta presencia, o su evidente complicidad.

Por lo tanto, la implicancia de los grupos de 
derechos humanos sobre el campo de economía 
política y políticas de contención social, no sólo se 
dedica a tareas de querellas o patrocinar, investigar 
o actuar como meros presentadores de informes 
ante organismos internacionales. El estudio de 
los impactos de las políticas de Estado ha sido 
acompañado con propuestas o al menos vectores 
sobre los que los funcionarios deberían ocuparse 
en la agenda pública. De lo expuesto hasta 
aquí, los organismos recomiendan controles de 
idoneidad de los efectivos asignados al control de 
los manifestantes, regulación de las actividades de 
inteligencia, protección del trabajo de periodistas 
y reporteros gráficos, registro, preservación y 
acceso a la información sobre los operativos. Lo 
que significa por un lado, la denuncia ante la falta 
de una administración para que se aumente de 
recursos humanos y materiales focalizada hacia 
las fuerzas de seguridad; y por otro, la necesidad 
de crear un régimen de control general, valga la 
redundancia, de las fuerzas de seguridad.

De todas maneras, la presencia de estos 
modos de ser, en el que la violencia media en el 
ejercicio de la libertad (a manifestarse, a la huelga, 
a robar) entre los ciudadanos, ha largado cifras 
constantes y estables durante la década pasada. 

Dentro de este modo de relacionarse los 
argentinos, en tanto sectores en lucha, y al cual 
hemos desmenuzado su intríngulis histórico, 
también ha comenzado a observarse, a escucharse 
y a denunciarse a delitos que se cometen en aquellos 
lugares físicos que están fuera del ámbito público, 
fuera de la cobertura periodística o de la presencia 
de testigos oculares. Los altos índices no oficiales 
sobre violencia familiar, sobre la pauperización de 
los hospitales psiquiátricos, sobre las condiciones 
de hacinamiento y tratos indignos en las cárceles 
y ambientes penitenciarios, son el ejemplo vivo de 
que el ejercicio perverso del poder, hizo cómplices 

del silencio y la negación, en todo el tejido social, y 
más precisamente en los niveles en donde el poder 
es difícil de monitorear y también allí donde el 
poder sufre el poder (los carceleros). Actualmente, 
pese a las purgas y los intentos de reforma sobre 
la estructura de las fuerzas armadas, los índices 
de los dividendos entre los policías de los delitos 
graves, sigue constante. Resulta evidente que las 
tasas de inseguridad pública son directamente 
proporcionales al nivel de corrupción existente 
en las filas policiales (Ragendorfer, 1997). Las 
instituciones policiales provinciales no se quedan 
atrás en comparación con la policía bonaerense, 
ya que en las provincias, cuyas estructuras de 
gobierno en algunos casos son casi feudales, hay 
notable connivencia entre éstas y la policía. Todas 
ellas hacen o hicieron de algunas contravenciones 
tradicionales parte de su sistema de supervivencia, 
es decir, cobrando un canon necesario para que 
el Contravencional o delincuente prosiga con su 
actividad, no al margen de la ley, sino más bien 
acompañado por ella.

VII. MODOS DE CONSTITUCIÓN DE LOS 
SUJETOS 
Para poder pasar del análisis de la 

gubernamentalidad a los modos de constitución 
de los sujetos, es necesario hacer una genealogía 
de las prácticas de saber y poder. El médico y 
dramaturgo Pavlosky dijo que: 

No olvidemos que la dictadura necesitó 
(para) sus crímenes la complicidad civil de 
un amplísimo sector de la población. Algunos 
ni siquiera sabían que estaban aterrorizados. 
Porque frente a un sector que reacciona con 
indignación y con respuesta solidaria, frente 
a los que quieren ejercer la denuncia, existe, 
en cambio, otro sector anónimo, silencioso, 
sin voz, que es terreno fértil para aterrorizar. 
Constituyen un coro silencioso cómplice 
(Pavlovsky, 1999: 79). 

Por eso es que Pavlosky vaticinó al fin de 
esa década que “se vienen tiempos difíciles y la 
economía de mercado necesita del micro fascismo 
diario-cotidiano-meticuloso y bien orquestado 
desde un sector de los medios, para su buen 
funcionamiento” (Pavlovsky, 1999: 100). No sólo 
es el sector pobre el que quedó incluido en la lógica 
de la cultura represora en este complejo proceder 
de la gubernamentalidad, es decir, los índices de 
violencia generalmente han incluido al sector más 
vulnerable, ya sea por víctimas o por victimarios. 
El sector de las fuerzas armadas y del poder 
judicial, funcionarios de justicia y actores civiles, 
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empresarios y sindicalistas, también operaron, y 
operan todavía muchos de ellos, disciplinándose 
a su manera y con estos modos de ser entre los 
cuales: ante la movilización y la solidaridad, la 
denuncia pública y la judicial; se responde con 
más expropiación, más desvalorización, represión, 
negación de los hechos y complicidad. La violencia 
micro política, que recién está saliendo a la luz, da 
cuenta de los índices de complicidad que el poder 
represor necesitó y ejerció.

Ya sean jueces y fiscales, constitucionalistas 
y abogados, pasando por cabos primeros 
hasta carceleros de la policía y gendarmería, 
desempleados piqueteros y subempleados 
piqueteros, querellantes y testigos, docentes 
y científicos, empresarios y sindicalistas, no 
comparten las mismas condiciones materiales 
de existencia, el mismo devenir en el mercado, 
el mismo estatuto en el derecho, ni tampoco 
la misma ideología humanística, ni la misma 
clase social. Por lo que queremos acentuar que 
los modos de relacionarse entre estos sectores, 
-para caracterizar a la gubernamentalidad- están 
desplegados extensivamente y reticularmente en 
el tejido socio político argentino. Desde las altos 
estratos hasta los más ínfimos escalafones. Sin 
embargo, rescatamos que desde el actual gobierno 
nacional se ha logrado disminuir la actuación 
violenta y represiva por parte del Estado.

Para Pavlovsky

fueron las fuerzas armadas las que produjeron 
una especial subjetividad en los subordinados, 
donde la violencia, el saqueo, el rapto, la tortura 
se interiorizan como obvias y normales en la 
Institución. Sabemos que no hay terrorismo 
de Estado sin complicidad civil, y ésta se 
vuelve protagónica para que las maquinarias 
represivas continúen intactas. La complicidad 
civil también produce mayor represión. El 
fascismo sigue presente. Los microfascismos 
de los pequeños Hitler de Barrio (Pavlovsky, 
1999: 117). 

De aquí que consideramos que estos micro 
fascismos cotidianos, aún están cristalizados en 
vastos sectores de la institución policial, ya sea 
provincial, metropolitana o federal, y se reproducen 
expandiéndose hacia otros sectores, sean de la 
clase social que sean. Las técnicas de gobernar a 
los otros y a uno mismo, se han configurado en 
estos últimos años, teniendo como inoculación 
preponderante los comportamientos de estos 
funcionarios y de ciertos civiles cómplices. 

Pero, el hecho de que numerosos grupos 
de defensores de derechos humanos tengan 

últimamente viva voz, significa que han iluminado 
certera y verazmente sobre estos delitos de los 
cuales antes nada se decía, porque nada se veía, 
nada se investigaba y nadie era culpable. El trabajo 
constante de denuncia pública y de movilización 
permanente, sumada a una profesionalización de 
sus conocimientos y un reconocimiento simbólico 
y material de las sociedades civiles internacionales, 
ha logrado, por fin, tener reconocimiento nacional 
a nivel gubernamental. Tanto desde sectores 
civiles, y en menor medida, pero creciente, desde 
el Estado, hay muchos trabajos de denuncias, de 
despliegue de información (llamadas campañas 
de sensibilidad), de articulación con instituciones 
públicas, sobre vulneración de derechos humanos, 
o vulnerabilidad de determinados sectores.

VIII. CONCLUSIONES
Las derogaciones de las leyes de Obediencia 

Debida y Punto Final, la continuidad en los juicios 
de lesa humanidad; la promulgación de la nueva 
ley de identidad y la modificación de los objetivos 
del banco de datos genéticos; la observancia de una 
actuación no violenta por parte de las fuerzas de 
seguridad durante las manifestaciones públicas; la 
campaña por recolección y destrucción de armas 
no legales; el acompañamiento a los organismos 
de derechos humanos en materia de difusión y 
aplicabilidad de políticas públicas para mejorar la 
calidad de vida de las mujeres; la promulgación de 
la nueva ley de salud mental; la promulgación de la 
nueva ley de medios audiovisuales; la legislación 
del matrimonio igualitario equiparando derechos 
civiles para los homosexuales; la persecución y 
denuncia del trabajo esclavo; la promulgación de 
la ley contra la trata de personas; la promoción 
industrial en diversas provincias abriendo e 
inaugurando fábricas; la integración regional 
al Mercosur cada vez mayor tanto en materia 
cultural como en materia económica; la 
integración también al UNASUR (que sustituye a 
la OEA –que daba plena intervención a los EEUU 
en problemas políticos de la región- y detuvo 
un golpe de Estado contra el presidente Correa 
en Ecuador durante el 2010); consideramos que 
son acciones políticas que directamente están 
destinadas a regular la población argentina, más 
que a amparar el derecho al libre comercio de los 
poderosos, de la libre impunidad a los silenciosos 
y negadores, o de establecer demagogia para 
obtener el voto popular. 

Si bien en materia de agroquímicos, el 
Estado Nacional ha dejado camino limpio a 
las multinacionales, en especial a Monsanto; 
y en materia minera9 los acuerdos con las 
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multinacionales, como con la multinacional 
Barrik Gold, continúan su curso; las leyes de 
hidrocarburos siguen aún sin discutirse en debate 
público y político; el INDEC es duramente 
criticado con una imagen de descreimiento sobre 
la población; y a pesar de la “crisis mundial” 
(calificado así porque los bancos de los países 
desarrollados dan pérdidas) los bancos que 
están en la Argentina han obtenido ganancias 
de 4.730 millones de pesos durante el 200810 y 
3.800 millones durante el 201011; es destacable 
la función que está desempeñando el Estado 
Nacional en administrar a la sociedad argentina 
en materia económico política, pero, sobre 
todo, bajo un fortalecimiento de los estándares 
mínimos internacionales en materia de derechos 
humanos.

Por nuestra parte, no creemos que la 
reparación del colectivo social sólo se esté 
realizando a través de la judicialización de los 
delitos de lesa humanidad o de judicialización 
de tribunales internacionales de los internos en 

penitenciarías. Para hablar de derechos humanos 
tiene que haber una ética de investigación y 
conocimiento de la historia, sobre los pactos 
sociales y políticos, que fundaron una cultura 
mortificante, para actuar sobre las causas de 
la situación actual de expropiación de recursos 
materiales y humanos. La ética argentina actual 
exige una educación para poder establecer 
socialmente los múltiples sentidos y diferentes 
significados que se han ido construyendo acerca 
de lo que es vivir, trabajar y hablar para los 
argentinos. Para que exista la práctica de libertad 
son necesarias estas propuestas culturales.

Actualmente no es posible realizar un 
análisis de las consecuencias de todas las medidas 
que el gobierno, como Estado regulador, está 
implementando. Como así tampoco es viable 
caracterizar prematuramente las formas y los 
contenidos en que se han destinado recursos 
públicos, y privados, para las nuevas legislaciones 
que hemos nombrado párrafos anteriores.
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